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RESUMEN 

La prevalencia tan significativa de la violencia familiar, constituye un serio 

problema de salud pública, un obstáculo oculto para el desarrollo socio-

económico y una violación evidente a los derechos humanos, en la 

sociedad; sin distinción de condición social., en razón de ello el objetivo de 

nuestra investigación es analizar cómo y en qué medida la política pública 

local, frente a la violencia familiar determinó la eficacia de la tutela de los 

derechos fundamentales, mediante una investigación aplicada del tipo no 

experimental (transversal descriptivo – explicativo), para poder así actuar, 

transformar y/o producir cambios trascendentales en un determinado sector 

de la realidad, entre los años 2014-2015; con un enfoque funcional 

cuantitativo., siendo nuestro resultado más relevante evidenciar la eficacia 

de la política pública implementada, con la debida articulación de los 

diversos actores locales, generando un impacto social trascendente para 

una vida sin violencia. 

PALABRAS CLAVE: 

Violencia familiar, salud pública, derechos humanos, política pública. 
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ABSTRACT 

The significant prevalence of family violence constitutes a serious public 

health problem, a hidden obstacle to socio-economic development and an 

obvious violation of human rights in society; without distinction of social 

condition. Therefore, the objective of our research is to analyze how and to 

what extent local public policy, in the face of family violence, determined the 

effectiveness of the protection of fundamental rights, through applied 

research of the type non-experimental (cross-sectional descriptive - 

explanatory), in order to act, transform and / or produce transcendental 

changes in a certain sector of reality, between the years 2014-2015; With a 

quantitative functional approach, our most relevant result being evidence of 

the effectiveness of the public policy implemented, with the proper 

articulation of the various local actors, generating a transcendent social 

impact for a life without violence. 

KEYWORDS 

Family violence, public health, human rights, public policy. 
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I. INTRODUCCIÓN

La violencia en términos generales, se ha transformado en un hábito  

aprendido, consecuente y dirigido, como consecuencia de una sociedad 

estructurada sobre diferencias de género y conductas machistas, frente a un 

déficit insuperable en los resultados esperados que plantean las políticas 

públicas implementadas en los últimos años; en ese sentido la violencia 

familiar es la consecuencia de las relaciones disímiles de poder, por tanto, el 

ejercicio de la violencia contra las personas vulnerables dentro del hogar, es 

una manifestación explícita del dominio y la sumisión, basadas principalmente 

en el género y la edad; sin distinción alguna de clase social, nivel educativo, 

grupo étnico u otro. Por otra parte, los operadores de justicia y demás 

servicios de atención frente a la violencia familiar, en general no cuentan con 

sistemas de identificación, prevención, registros apropiados y modelos de 

intervención; lo que encubre aún más este serio y extendido problema social.  

Ello conlleva a diagnósticos, diseño de políticas de prevención y modelos de 

atención poco eficaces, frente a las necesidades de protección legal y 

asistencia por parte del estado para la defensa de los derechos 

fundamentales, ante una problemática de alta complejidad, como es la 

violencia familiar. 

Si nos referimos a las actividades de investigación en el ámbito internacional, 

vinculados a estudios y aplicaciones de la violencia familiar, a través del 

diseño e implementación de políticas públicas, podemos destacar a Aguilar 

(1995) respecto a ciertas investigaciones efectuadas sobre género en América 

Central, proponiendo que las acciones ejecutadas desde el estado deben estar 

orientadas a la promoción de valores, que promuevan el empoderamiento de 

la mujer en nuestra sociedad, con un enfoque de equidad y protagonismo, con 

lo cual se puede evidenciar más allá el deber del estado, para reducir las 

brechas existentes al interior de la familia, garantizando en todo contexto la 

protección eficaz y el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales. 
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El estado peruano, en relación a las políticas públicas, ha impulsado desde la 

década del noventa aproximadamente, diversas acciones en favor de la 

igualdad de género y la reducción de la violencia familiar, vale mencionar que 

dentro de la planificación y ejecución de estas políticas públicas, existe un ente 

rector como lo es el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP); 

sin embargo a pesar de las políticas existentes e implementadas en el país, el 

problema jurídico – social, radica en la ineficacia de su ejecución y los 

resultados que se obtienen, siendo poco transparentes y lentos en sus 

procesos para atender adecuadamente las demandas de la población, con 

mayor énfasis en las zonas rurales, con lo cual evidenciamos una preocupante 

afectación a la tutela efectiva de los derechos fundamentales. En ese sentido, 

se advierte que los servicios ofrecidos por parte del estado, cuyo objeto es 

reducir la ruta crítica de atención de casos, resulta parcialmente eficaz en las 

zonas urbanas e imperceptible en las zonas rurales.  

En ese sentido, la investigación plantea como problema general, el cómo y en 

qué medida la implementación de la política pública local frente a la violencia 

familiar determina la eficacia de la tutela de derechos fundamentales, teniendo 

en cuenta que la problemática objeto de estudio, es de tal complejidad que la 

solución más adecuada, exige acciones coordinadas de manera estratégica y 

articuladas entre los distintos sectores del estado con la sociedad civil 

debidamente organizada; por ello en ese contexto, es de fundamental 

importancia el protagonismo de los sectores justicia, salud y educación, por 

cuanto ellos cumplen un rol primordial en la detección, registro, atención y 

prevención de la violencia familiar. Asimismo, en esa línea de razonamiento, 

hemos identificado problemas específicos vinculados a la eficacia de la política 

pública frente a la violencia familiar, respecto a la articulación institucional y la 

atención de casos.  

En el año 2012, el ente rector aprobó la creación de la “Estrategia de 

prevención, protección y atención frente a la violencia familiar y sexual en 

zonas rurales” (Estrategia Rural), mediante Resolución Ministerial N° 273-

2012-MIMP. Este novedoso modelo de intervención de la Estrategia Rural, 
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como política pública inicialmente en algunas zonas del país, planteaba la 

posibilidad de convocar la participación de diversas instituciones públicas, 

privadas y de la cooperación internacional; toda vez que la forma de operar la 

gestión del desarrollo supone la construcción del conocimiento que va en 

diferentes dimensiones del trabajo. Cabe mencionar que la Estrategia Rural, 

diseñada e implementada desde el ente rector (MIMP), plantea una 

intervención integral y articulada interinstitucionalmente con todos los actores 

locales presentes en la zona focalizada y que desde nuestra investigación 

define una hipótesis general, vinculada a la eficacia de las políticas públicas 

para la tutela de los derechos fundamentales. 

Sin embargo, en el distrito de Cristo Nos Valga – Sechura, ámbito de 

intervención donde se ha centrado nuestra investigación, podemos observar 

que la estrategia rural en coordinación con el gobierno local, justifican y han 

demostrado un aceptable nivel de eficacia entre los años 2014 y 2015, a 

través de una propuesta que garantiza el pleno ejercicio de la tutela efectiva 

de derechos fundamentales en un distrito rural del país. 

En este contexto, entidades gubernamentales, privadas y organizaciones 

sociales de la comunidad liderados por el gobierno local, han diseñado y 

puesto en marcha una política pública local de prevención, protección y 

atención frente a la violencia familiar, basada en una norma especial como es 

la Ley N° 30364 y la Ordenanza Municipal N° 012-2014-MDCNV, de fecha 31 

de Octubre del 2014; con el acompañamiento e intervención del ente rector - 

Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP).  

Por otra parte el objetivo de nuestra intervención, es analizar cómo la 

implementación de la política pública local determina la eficacia de la tutela de 

derechos a través de la conformación y fortalecimiento de los espacios de 

concertación interinstitucional y del fortalecimiento de capacidades en 

autoridades, funcionarios, operadores de justicia, líderes y población en 

general, que propicien relaciones democráticas en la familia, fundados en la 

promoción y defensa de los derechos humanos. 
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Finalmente, la investigación justifica y explica plenamente, la eficacia misma 

de la implementación y puesta en práctica de la política pública local, sobre 

prevención, protección y atención frente a la violencia familiar, por una vida 

libre de violencia teniendo como referencia los años 2014 - 2015; basado en el 

análisis de nuestros objetivos, determinando en qué medida la articulación 

interinstitucional y la adecuada prestación de los servicios de justicia, 

favorecen de manera eficaz la tutela de los derechos fundamentales en las 

familias del distrito de Cristo Nos Valga, no sólo valorando el impacto jurídico - 

social que produce en la comunidad, sino también diseñando mecanismos de 

monitoreo y evaluación transversales, que permitan realizar progresivamente 

propuestas de mejora, conforme a las circunstancia y las demandas de la 

población. 
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II. MARCO TEÓRICO

En este capítulo se muestra los diferentes antecedentes y enfoques 

conceptuales interconectados con la prevalencia de la violencia familiar, por 

constituir una preocupante situación que afecta a la salud pública en nuestra 

sociedad, además de constituirse en una dificultad para lograr de manera 

sostenible el desarrollo socio-económico, con un acceso oportuno al sistema 

de justicia, donde no se vulneren los derechos fundamentales; por eso es 

innegable que desde cualquier perspectiva el impacto de la violencia en la 

salud y en otras esferas, aparece como una causa significativa de grave 

afectación a la tutela de los derechos fundamentales, que merece inmediata 

atención por parte del estado y la sociedad civil, no sólo con la implementación 

de políticas públicas en la materia, sino que además estas debenresultar 

eficaces.  

Hans Kelsen (2011), por su parte y en concordancia con nuestra posición 

presenta en su teoría jurídico – formalista, que se resume en una idea 

constructiva del Estado, en la cual se le identifica como un medio, para la 

realización de sus fines sociales; en ese sentido el estado asume una labor de 

protagonista no sólo del desarrollo, sino también del cambio que requiere la 

sociedad para tiempos modernos, identificando entre los fines más relevantes, 

la conservación del grupo social y el fomento del bien común; con ello se 

reafirma la responsabilidad que tiene de brindar protección a las personas 

frente a sus derechos fundamentales, consolidando el concepto de estado, 

como agente responsable en el logro de sus fines sociales, para el desarrollo 

colectivo e individual de las personas. Pero contrastado, con el planteamiento 

de Salazar (2013), complementa el análisis integral de las políticas públicas, 

dado que no debemos ceñirlas a lo estrictamente legal, al existir un eje de 

eticidad que las convierte en referente para la implementación de toda norma, 

que se articula para el logro del bien común.   

La Organización Panamericana de la Salud (2002), en su informe sobre la 

violencia y la salud; formula recomendaciones para enfrentar esta difícil 
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situación, que alcanza no sólo al ámbito local, sino que también al nacional e 

internacional, siendo un importante elemento de trabajo para el análisis en las 

diversas instancias de gobierno y cuerpos profesionales implicados en la 

prevención y atención de los casos de violencia; por constituirse en un trabajo, 

no sólo intersectorial sino también multisectorial y multidisciplinario. 

Advertimos además en la publicación que, existe una coincidencia de criterios 

con la presente investigación, en tanto la violencia se constituye en una 

prioridad de salud pública, que debe ser atendida por los diferentes niveles y 

sectores del estado, con una alcance nacional, siendo muy necesario poder 

contar con una adecuada asignación presupuestal para abordar el problema, 

evaluando también de forma paralela la eficacia de las medidas y programas 

que se establecen para prevenir la violencia y atenuar sus efectos, dándole 

énfasis a las actividades comunales.  

Guzmán (2012) hace referencia a las primeras políticas implementadas en 

América Latina para lograr la autonomía y defensa de los derechos de las 

mujeres, ante los hechos evidentes de violencia, desde los años 90, situación 

a la que no fue ajena el Perú, experimentando significativas reformas en los 

siguientes años y que en la actualidad sigue en evolución, sin embargo aun se 

advierten ciertos vacíos y limitaciones en su implementación, alcanzando 

logros parciales en la denominada justicia de género, impulsando no sólo la 

intervención estatal sino que además promueve la participación ciudadana.  

Montero (2010) en su trabajo de investigación vinculado a la violencia de 

género, hace un análisis crítico y juicioso de la ley orgánica aplicada a la 

defensa de los derechos de la mujer, y fundamentalmente al ejercicio de una 

vida sin violencia, con la finalidad exclusiva de favorecer su acceso y tutela en 

todo sentido, de manera oportuna al sistema de administración de justicia; que 

garantice la defensa plena de su dignidad. Concordamos desde ese enfoque, 

que la violencia contra la mujer está presente en todo contexto, pero con 

frecuencia es reconocida como algo muy natural, pero no aceptable para 

nuestro entender; de esta manera incoherente entre la norma y la realidad a la 

mujer se le posiciona en una situación delicada de sometimiento extremo e 
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indefensión y que al contrario de lo esperado (el debe ser), incrementa los 

índices de las cifras ocultas no sólo de la violencia, sino también de la 

vulneración de derechos fundamentales; que es también nuestro interés en la 

presente investigación. 

Ariza y Oliveira (2010), en su publicación relacionada con desigualdades 

sociales y relaciones intrafamiliares; centra su aporte en el análisis de los 

factores de convivencia, afectividad y conflictividad, que deben ser 

considerados al momento de proponer políticas públicas, medianamente 

efectivas en beneficio de las familias de Brasil; con lo cual evidenciamos que 

los factores que menciona, son afines en las relaciones interpersonales al 

interior del núcleo familiar, y que a pesar de ser un espacio del ámbito privado, 

el estado debe promover políticas que logren fortalecer esas relaciones y 

garantizar la tutela efectiva de los derechos fundamentales. 

Sánchez (2013), atiende a los aspectos más discutidos de la ley integral contra 

la violencia de género, desde el antecedente que es precisamente el enfoque 

de género, que a pesar de ser el eje fundamental en este tipo de estudios y 

normas aplicables, se encuentra ausente en su contenido; considerando al 

mismo desde nuestro punto de vista que las agresiones en cualquier 

modalidad contra la mujer, se debe a la negligente formación del varón, al 

interior del núcleo familiar y del ámbito educativo institucional, donde el factor 

“tolerancia” resulta necesario para reducir un hecho de violencia. 

Pretell (2001), no sólo acentúa el proceso evolutivo de la violencia, en la 

historia de la humanidad, sino que además exhorta a tener una actitud 

responsable de revisión e innovación del ordenamiento jurídico vigente en la 

materia, ajustándose al contexto en el cual se desarrollan actualmente las 

familias peruanas, más aun en la situación crítica de pandemia que nos ha 

tocado vivir en los últimos meses con el aislamiento social, donde se han 

agudizado y descubierto aún más las debilidades existentes en las relaciones 

intrafamiliares. Desde nuestra posición, así como resulta importante, tener un 

ordenamiento jurídico acorde al contexto; es también significativo contar con 
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sistemas de protección integral y de manera especial en las zonas rurales, 

destacando la tutela de los derechos fundamentales.     

Viviano (2005), realiza un análisis descriptivo y cuantitativo, donde nos 

muestra información relacionada con las personas adultas mayores atendidas 

en los Centros de Emergencia Mujer y distintos tipos de violencia que 

soportaron, con lo cual podemos determinar que no sólo la violencia al interior 

de la familia se produce en agravio de la mujer; o que sea éste un asunto 

exclusivo de género, sino también de edad y otros factores, los cuales 

convierten a esta problemática de atención integral., que se ratifica y contrasta 

posteriormente con la información local, recopilada en la elaboración de la 

línea de base para la Estrategia Rural (MIMP) del año 2014, evidenciando 

cierta limitación para que los CEM puedan brindar una atención efectiva al 

nivel provincial. 

Según Bardales (2009) en relación a la prestación de los servicios básicos de 

justicia en la materia (CEM), muestra la situación de dichos centros de 

atención de casos y cómo vienen operando articulados al sistema de 

administración de justicia, mediante los diversos servicios (multidisciplinarios) 

que ofrecen a las víctimas de violencia familiar, como acciones del estado en 

un contexto de implementación de políticas públicas en nuestro país. 

La Defensoría del Pueblo (2009), en su informe defensorial Nº 144 relacionado 

con la supervisión de servicios especializados en la atención de víctimas de 

violencia familiar, alude a los Centros Emergencia Mujer (CEM), como 

servicios públicos distribuidos en todo el ámbito nacional (inicialmente en 

capitales de provincias) que están especializados en la atención 

multidisciplinaria que requieren las personas afectadas por cualquier tipo de 

violencia, en consecuencia el estado cumple parcialmente con una ruta de 

atención para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer sólo 

en áreas urbanas, quedando pendiente así la atención que requieren las 

zonas rurales, donde se ha afianzado el machismo como un patrón de 

conducta socialmente aceptado. Ante su posición, concordamos que esa 

necesidad es ineludible, teniendo en cuenta nuestro objeto de estudio y 
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periodo al cual nos enfocamos, sin embargo en la actualidad se ha 

incrementado progresivamente esos servicios de atención a las zonas rurales 

y bajo la dirección del ente rector (MIMP), con lo cual demostramos que el 

nivel de eficacia en ese sentido ha sido favorable y con resultados aceptables. 

Ruiz (2014) plantea una valoración y relación existente entre violencia de 

género, ejercida por la pareja y la desnutrición crónica de niños menores de 

cinco años, a través de un estudio que ratifica lo perjudicial que resultan las 

constantes agresiones ocasionadas a las madres, con la desatención gradual 

de sus hijos a corta edad. Frente a lo cual, es razonable y concordamos con la 

necesidad de prestar atención a la multicausalidad y efectos perniciosos que 

ocasiona la violencia en aspectos de salud pública.   

Añón (2016), hace un planteamiento del cual estamos parcialmente de 

acuerdo, respecto a la interpretación de la violencia como una categoría 

exclusivamente jurídica; por cuanto para nuestra posición como 

investigadores, resulta importante y necesario para la implementación y 

ejecución de toda política pública en la materia, considerar los diversos 

aspectos y no centrarlos meramente en un ámbito jurídico (normas). Como 

sociedad, somos un grupo de individuos que interactuamos constantemente y 

las relaciones interpersonales son importantes, por esa razón es preciso 

asegurar el ejercicio pleno de nuestros derechos, mediante el acceso a un 

sistema de justicia eficaz; sin embargo lo exclusivamente jurídico no garantiza, 

esa articulación que requerimos como sociedad para atender las diversas 

demandas y en especial, de quienes son víctimas de violencia. Debemos 

entonces apuntar a los ámbitos jurídico, social, económico y político; para 

construir estrategias eficaces que nos resuelvan problemas de esta índole., el 

mismo que coincide con Guzmán (2012), para quien resulta importante cerrar 

brechas de género mediante la ejecución de políticas públicas eficaces, en 

materia de género y prevención de la violencia en todo contexto.     

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables – MIMP, a través de la 

Estrategia de prevención, protección y atención frente a la violencia familiar y 
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sexual en zonas rurales, ubicada en el distrito de Cristo Nos Valga de la 

provincia de Sechura en Piura; elaboró un diagnóstico situacional de la 

violencia familiar y sexual; investigación realizada por un equipo de 

profesionales especializados del MIMP; focalizando la violencia familiar como 

problema fundamental de afectación a la salud pública, y en especial de las 

mujeres; concluyendo entre otros aspectos relevantes, que la violencia familiar 

se ha naturalizado, con lo cual se justifica la necesidad de ejecutar acciones 

conjuntas del sistema de administración de justicia y articuladas a los 

diferentes niveles de gobierno, con el objeto de construir un sistema de 

atención local, que permita mejorar la prestación de los servicios de justicia 

respecto a su accesibilidad y resultados eficaces., colocando nuevamente en 

evidencia la importancia de fortalecer las relaciones interinstitucionales, para 

lograr un objetivo común.   

 

En el marco teórico científico tenemos aquellas presunciones que trascienden 

y respaldan el presente estudio, para lograr la eficacia al momento de 

implementar políticas públicas, que aseguren la protección de derechos, de los 

sectores poblacionales en situación de vulnerabilidad, considerando para tal 

efecto la teoría de la vulneración de la dignidad humana, siguiendo a Isabel 

Turégano (2010), quien sostiene que el fenómeno de la violencia se integra 

por variados aspectos sociales, que involucran la defensa y protección de la 

dignidad de la mujer, en contraste con una necesidad de protección especial 

de derechos, que exige urgentes medidas sociales, educativas y culturales, 

que se aúnen a la legislación civil y penal, con un sentido de eficacia. 

 

Finalmente, coincidimos con la posición de esta teoría frente a la problemática 

social de la violencia; en tanto no sólo resulta una propuesta de solución, el 

perfeccionar la legislación de la materia., sino también adoptar otras medidas, 

entre ellas la implementación de políticas públicas eficaces que complementen 

los objetivos planteados desde el derecho, a través de las normas vigentes, 

como responsabilidad del estado a través de sus operadores del sistema de 

administración de justicia y asegurar el pleno ejercicio de derechos de las 

personas. 
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III. METODOLOGIA 

 

3.1. Tipo y Diseño de Investigación. 

El presente estudio, está basado en una investigación de las ciencias 

sociales, de forma puntual en la ciencia de la administración, con un diseño 

planteado que reúne las condiciones, para ser considerado como 

investigación aplicada del tipo no experimental (transversal descriptivo – 

explicativo), siendo el propósito investigar respecto a la eficacia de la política 

pública, para actuar, transformar o producir cambios trascendentales en un 

determinado sector de la realidad, frente a los casos de violencia familiar, en 

un momento determinado del tiempo (2014-2015), con un enfoque funcional 

cuantitativo. 

 

3.2. Variables y operacionalización. 

La variable independiente de esta investigación, se refiere a la política 

pública local frente a la violencia familiar, la cual medirá su eficacia 

mediante los indicadores de articulación institucional y prestación de 

servicios de justicia en violencia familiar. 

 

La variable dependiente de esta investigación, se refiere a la tutela de 

derechos fundamentales, la cual medirá su eficacia mediante el indicador 

de protección de derechos fundamentales.  

 

3.3. Población, muestra y muestreo. 

Según Sánchez y Reyes (2015) la población sujeto de estudio en la 

investigación realizada, está constituida por los actores involucrados que 

tienen alguna característica en común, siendo los mismos quienes diseñan, 

ejecutan y evalúan políticas públicas frente a la violencia familiar, y que 

además integran un espacio de concertación del distrito de Cristo Nos 

Valga, en la provincia de Sechura del Departamento de Piura. 

 

La muestra probabilística estratificada para población heterogénea., está 

constituida por 18 actores locales (autoridades, funcionarios y operadores 
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de justicia), involucrados en el diseño, ejecución y evaluación de políticas 

públicas frente a la violencia familiar que integran un espacio de 

concertación local, cabe precisar que la muestra a utilizar en la 

investigación ha sido recopilada por el método empírico y basándonos 

fundamentalmente en el rol y funciones desempeñadas como actores 

locales en políticas públicas frente a la violencia familiar, especialmente 

con la implementación de la política pública local en los años 2014-2015.  

 

Téngase presente que, el método empírico para escoger una muestra, está 

basado en la experiencia del investigador y es muy usado especialmente, 

cuando el tipo de investigación es no experimental, como es la presente 

investigación. 

 

3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 

Con el propósito de obtener información para nuestra investigación, acerca 

de la eficacia de la política pública local frente a la violencia familiar en el 

distrito de Cristo Nos Valga – Sechura, en relación con la tutela de los 

derechos fundamentales, se ha considerado la técnica de encuesta, con el 

diseño de un instrumento  tipo cuestionario. Al respecto Andía (2017) señala 

que es un medio, mediante el cual se recaba información relevante para el 

análisis de un aspecto de la realidad. 

 

La encuesta consiste en un proceso de cuestionamiento o sondeo de 

opinión, que basa su valor científico en las reglas de su procedimiento. En 

este caso, utilizamos para recolectar información un formulario de encuesta 

y así poder conocer lo que opinan los actores locales, que pertenecen a la 

muestra y la valoración de su eficiencia y aplicabilidad. También, en dicho 

formato se propuso un espacio para que los encuestados contrasten la 

realidad local, reconozcan cambios sociales y estructurales del sistema de 

justicia, propongan alternativas de solución y emitan recomendaciones que 

consideren necesarios al respecto, para mejora y beneficio de la comunidad.  
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Una de las ventajas de este sondeo lo constituye el hecho que, la 

información es obtenida de manera directa, de las personas involucradas en 

el ámbito de intervención, lo cual le da validez a los resultados. 

 

En relación con el plan, ficha técnica y cuestionario de encuestas, se plantea 

conforme a lo establecido en las reglas de recolección de datos y a los 

formatos adjuntos en los anexos, que se han elaborado para la presente 

investigación. 

 

3.5. Procedimientos. 

El procedimiento empleado en la recolección de información, ha sido el 

trabajo de campo para la aplicación de  cuestionarios de encuestas, dirigido 

a los actores locales, que integran el espacio de concertación local frente a 

la violencia familiar, para ello en forma previa coordinamos con el gobierno 

local en su condición de representante del espacio de concertación local 

frente a la violencia familiar y obtuvimos una autorización oficial; con la cual 

se logró realizar la investigación, aplicar el instrumento de recolección y 

acceder a información relevante, para sustentarla adecuadamente.  

 

3.6. Método de análisis de datos. 

Conforme a lo establecido en las reglas y criterios de recolección y análisis 

de datos; para el presente trabajo de investigación se empleó el análisis 

probabilístico predictivo, con la finalidad de entender las correlaciones entre 

las variables y las propuestas de mejora, en relación a la eficacia de la 

política pública local, formulando un razonamiento crítico, conforme a los 

resultados de las encuestas aplicadas a los actores locales del espacio de 

concertación, con la debida autorización y consentimiento. 

  

3.7. Aspectos éticos. 

Los aspectos éticos que garantizan la presente investigación, son la 

confidencialidad del uso de la información y la ética que aplica el principio de 

justicia, orientado a garantizar la tutela de los derechos fundamentales.  
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IV. RESULTADOS 

 

Ítem 01 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Se advierte que del universo de actores locales en el Distrito de Cristo Nos Valga, que 
constituyen un total de 18, el 55.56% de funcionarios públicos están involucrados con un 
nivel de responsabilidad en el ámbito local, para efectos de promover acciones 
destinadas a implementar políticas públicas locales, relacionadas con la prevención y 
protección frente a hechos de violencia. Asimismo, podemos evidenciar que el 33.33% lo 
conforman las autoridades locales, quienes tienen la capacidad de tomar decisiones 
políticas y se encuentran legalmente facultadas para adoptar medidas y actuar desde el 
sector y/o nivel de gobierno que les corresponde.  
 
Finalmente, conforme a las normas y procedimientos vigentes se observa que, el sistema 
de administración de justicia presente en la localidad, a través de sus operadores, cuenta 
con limitadas competencias y recursos., que reducen las posibilidades de acceder 
eficazmente a la justicia y protección de los derechos fundamentales de la población más 
vulnerable. El acceso a la justicia, de acuerdo a lo que prescribe nuestra constitución 
política, garantiza que toda persona pueda acudir ante una autoridad para exigir el 
ejercicio pleno de sus derechos, sin importar ninguna otra circunstancia, siendo estos 
servicios eficaces.  
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Ítem 02 

 
 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Para alcanzar un nivel óptimo de desarrollo, es necesario y muy importante lograr en 
principio una solida relación entre la sociedad civil y el Estado, sin embargo para efectos 
de impulsar acciones con resultados favorables en materia de desarrollo y protección de 
derechos, es el Estado uno de los artífices y para ello requiere presencia institucional. 
Los resultados muestran que el 55.56% de presencia institucional corresponde al 
gobierno local (municipalidad) y es el alcalde distrital en su condición de máxima 
autoridad, quien lidera esa representatividad gubernamental. En consecuencia, es el 
alcalde distrital quien ostenta la capacidad y voluntad de decidir políticamente, cómo y de 
qué manera, se orientan las políticas públicas locales que deseen implementarse en 
beneficio de la población. Asimismo, la necesidad de protección de derechos orientada a 
poblaciones vulnerables, requiere de una acción inmediata y eficaz por parte del estado, 
pero ello demanda una adecuada articulación institucional, y conforme a los resultados 
obtenidos, se puede apreciar que en el ámbito distrital se cuenta con presencia del 
Ministerio de Educación, Ministerio de Salud, Ministerio del Interior y Poder Judicial.  
 
Es preciso resaltar que la policía nacional en el año 2015 ha retomado presencia, a 
través de un puesto de auxilio rápido de la Comisaría del Distrito de Bernal., luego de 
largos años de haberse retirado de la zona, desde la nefasta época del terrorismo 
(década del 80), a través de la gestión articulada entre el Gobierno Local y la Estrategia 
Rural desde el mes de Junio de 2014, para ejecutar acciones de prevención, protección y 
atención frente a la violencia familiar, así como asegurar acciones de seguridad 
ciudadana.           
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Ítem 03 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La ordenanza municipal aprobada en el distrito de Cristo Nos Valga, con fecha 31-10-
2014, constituyó parte de esa labor inicial de articulación institucional en el ámbito local y 
acto propio de voluntad política del gobierno local, para la declaración de interés en la 
prevención y protección de derechos frente a la violencia familiar, como parte de la 
problemática existente., habiéndose formalizado con ello la implementación y ejecución 
de una política pública en la materia. 
 
En ese proceso de implementación y ejecución, se realizaron diversas acciones de 
incidencia y luego de su aprobación, diversas acciones de difusión y socialización que 
validaron el trabajo de la estrategia rural del MIMP y favoreció a los actores sociales 
conocer la norma que constituye base de la política pública implementada en el distrito, 
alcanzando un 66.67% de conocimiento entre los encuestados. Anexo 06: Ordenanza 
Municipal N° 012-2014-MDCNV. 
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Ítem 04 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Entre los encuestados, sin ignorar el 44.44% que no ha leído el contenido de la 
ordenanza, se puede captar el interés de conocer la existencia de una norma especial  de 
alcance local lo que se refleja en el 55.56% de los encuestados que conocen su 
contenido y lo vinculan a la implementación de una política pública que tutele derechos 
fundamentales en poblaciones vulnerables, reconociendo al mismo tiempo la presencia 
institucional, intervención y acompañamiento de la estrategia rural del MIMP, como ente 
rector en la materia. 
 
Vale mencionar que en dicho instrumento normativo, se reconoce como interés local la 
urgente atención a la problemática de la violencia en el distrito, además de reconocer la 
existencia y operatividad de la Estrategia Rural – MIMP en su ámbito local; y no menos 
importante la inclusión de todas las acciones en la planificación estratégica distrital.    
 
Cabe resaltar que el conocimiento de una norma entre la población resulta de mucha 
importancia para efectos de su cumplimiento y conforme a ello, determinar el resultado de 
eficacia esperado con su aprobación e implementación. No olvidemos que los alcances 
en ese sentido no sólo deben de ser jurídicos, sino también sociales cuando se pretende 
alcanzar un nivel óptimo de eficiencia y satisfacción, frente a la problemática existente.   
 
Por tanto, conocer el contenido de una norma no sólo implica conocer las reglas de 
convivencia, sino que además; permite a los actores locales (autoridades, funcionarios y 
operadores de justicia) conocer aspectos esenciales de lo que ellas regulan, para poder 
integrarlas en la implementación de una política pública local que permita tutelar de 
manera eficaz los derechos fundamentales.            
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Ítem 05 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 

 
Partir de una norma para la implementación y fundamentalmente la ejecución de una 
política pública local, es trascendental por cuanto le brinda el soporte de legalidad, y para 
nuestra investigación conforme al 77.78% de los encuestados, resulta apropiada la 
existencia de la ordenanza municipal, para ejecutar una política pública local en materia 
de prevención y protección frente a la violencia familiar, por su relevancia en la tutela de 
derechos fundamentales., y la necesidad de integrarla al sistema jurídico local vigente. 
Cabe mencionar que, la norma aprobada y puesta en vigencia, en principio tiene rango 
de ley y sólo es de alcance local, a pesar de ello resulta apropiada, por cuanto se articula 
con las normas existentes de carácter regional y nacional, así como con los diversos 
procedimientos establecidos para la atención de casos; siendo la norma especial en la 
materia, la Ley N° 30364 y su Reglamento y el ente rector por parte del estado el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP).  
 
El porcentaje de aceptación en el presente ítem, favorece el proceso de ejecución de la 
política pública implementada, dado que se acredita con ello que la problemática de la 
violencia familiar en zonas rurales como el distrito de Cristo Nos Valga se encuentra en la 
agenda local, integrada a su planificación estratégica y se prioriza su atención.  
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Ítem 06 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 

 
De los encuestados, hemos obtenido como resultado que el 72.22% manifiesta conocer 
la implementación de una política pública local, ante la problemática que les afecta por 
violencia familiar, en contraste con el 27.78% que desconocen su implementación. En 
este ítem, resulta importante destacar que el trabajo de articulación a nivel institucional se 
realizó entre el estado y la sociedad civil organizada (CODECOS por ejemplo), desde 
junio del 2014 y progresivamente se ha ido consolidando con el acompañamiento de la 
Estrategia Rural (MIMP), razón por la cual, que el trabajo conjunto de los actores locales 
se ve reflejado desde la aprobación de la ordenanza municipal en la materia, luego de 
realizar diversas acciones de incidencia política y empoderar a dichos actores para que 
implementen de manera eficaz una política pública local en el distrito con énfasis en las 
zonas rurales.          
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Ítem 07 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
En relación a esta pregunta, el 50% de los encuestados manifiesta conocer aspectos 
relacionados con los antecedentes y acciones de implementación vinculados a una 
política pública frente a la violencia familiar, en contraste con el 50% que expresa 
desconocimiento de ello. Considérese que, dicho resultado responde al nivel inicial de 
involucramiento en el tema, por cuanto en un principio no todos los actores encuestados, 
participaron de forma directa o activa en las diligencias que organizaron el gobierno local 
y la Estrategia Rural (MIMP), para tal fin.  
 
Si bien es cierto, reconocen la implementación de políticas públicas nacionales desde la 
década del 90, mencionan que los efectos no alcanzan a su distrito, como ellos esperan., 
pero hacen una marcada diferencia a partir del año 2014, donde el Ministerio de la Mujer 
promueve experiencias similares en diferentes regiones del país y que toma presencia en 
su distrito, con el objetivo pleno de alcanzar un óptimo nivel de eficacia en la prestación 
de servicios públicos de justicia., y en el caso del distrito de Cristo Nos Valga de la 
provincia de Sechura, el MIMP inicia sus actividades de incidencia política en paralelo 
con la elaboración de un diagnóstico local y participación de los encuestados, utilizado 
como línea de base y así planificar sus acciones estratégicas en la prevención y atención 
de casos frente a la violencia familiar,  
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Ítem 08 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
El porcentaje obtenido entre los encuestados, que consideran importante la atención del 
estado ante la problemática de la violencia familiar alcanza el 94.44% de aceptación, 
frente a un 5.55% que no lo considera así, siendo en este último caso, el fundamento de 
su respuesta la prioridad de atender otros asuntos de mayor importancia para la 
comunidad, como por ejemplo la falta de oportunidades laborales.  
 
Con esto se puede corroborar que a pesar de la existencia de diversos problemas 
sociales, que no dejan de ser importantes en solucionar, hay algunos otros como la 
violencia familiar que merecen especial y urgente atención, así como de una estrategia 
adecuada, considerando que en principio nuestro país es multicultural, diverso en sus 
regiones que lo conforman y en esencia la violencia es multicausal.  
 
En ese mismo sentido, tenemos que el estado es el promotor en la implementación de 
políticas públicas de prevención y lucha de este tipo de violencia, toda vez que debe 
garantizar a todas las personas una vida digna, debiendo también asignar los recursos 
que corresponden.        
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Ítem 09 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La importancia del liderazgo institucional ejercido desde el gobierno local, alcanza un 
72.22% de aceptación e importancia, en relación  a la necesidad de fortalecer la 
articulación que requieren las instituciones en el ámbito local. El liderazgo, en este 
contexto, se constituye en el principal aspecto que da a la gestión pública, una visión de 
lo que puede llegar a ser y su capacidad para traducir esa visión en realidad., en 
consecuencia la implementación de una política pública liderada desde el gobierno local y 
articulada a los demás actores, se orienta a reducir significativamente los casos 
presentados, con una prestación eficaz de los servicios de justicia, en tanto el liderazgo 
es plural, y no se puede pensar en un líder sin su equipo, así como un equipo sin líder., 
por ser dos realidades que se necesitan mutuamente. 
 
De los encuestados, se destaca el interés conjunto y en especial de la Municipalidad 
Distrital de Cristo Nos Valga por mantener el trabajo articulado a nivel institucional que se 
viene dando desde el año 2014, toda vez que a pesar de haberse generado un cambio de 
gestión municipal, el nuevo gobierno asumió el compromiso de continuar con dicha labor 
en beneficio de la localidad. Anexo 08: Acuerdo de Concejo N° 006-2016-MDCNV.    
 
Por eso desde nuestra perspectiva recomendamos, que se deben fortalecer las alianzas 
estratégicas, desde la Municipalidad con la finalidad de fortalecer el espacio de 
concertación local y de esta manera los servicios de justicia resulten eficaces, 
especialmente en las zonas rurales, donde las víctimas de violencia son más vulnerables.         
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Ítem 10 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Es evidente la existencia de casos por violencia familiar y más aun en las zonas rurales, 
conforme al resultado obtenido en la respuesta de la presente pregunta. En este punto, 
es preciso advertir que la cuestión está orientada de modo general, respecto a la 
existencia de casos (identificación), indistintamente que hayan sido reportados o no, ante 
la autoridad competente.  
 
Por consiguiente, no sólo es importante identificar casos, ni adoptar medidas de 
protección inmediatas a favor de las víctimas, sino que también resulta importante, 
apunta a erradicar la problemática desde la creación y/o fortalecimiento de alianzas 
estratégicas con los actores sociales involucrados, a fin de implementar de manera 
concertada, un trabajo preventivo que impulse mecanismos eficaces de atención, así 
como para promover nuevos estilos de convivencia social, basados en la equidad, la 
igualdad de oportunidades, el respeto por los derechos humanos y la cultura de paz.  
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Ítem 11 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

ANÁLISIS: 

El 88.89% de los encuestados, considera que los índices de casos por violencia familiar 
son elevados, a pesar de que un 11.11% considera que no lo son. Cabe destacar que la 
violencia familiar la ubicamos en diferentes contextos y como algunas causales tenemos 
la pobreza, culturales, el machismo, la infidelidad, dependencias, apegos, complejos, 
discriminación, entre otros; entonces bajo esos argumentos mencionados nace la 
necesidad de la intervención del estado y la sociedad civil organizada, para efectos de 
reducir el índice de casos presentados y garantizar la tutela efectiva de derechos 
fundamentales, mediante las acciones preventivas y servicios de justicia eficaces, desde 
la implementación y ejecución de políticas públicas en la materia, en un marco de 
articulación interinstitucional. 

Sin embargo, los encuestados advierten un cambio favorable en la realidad local y que se 
hace efectivo a través de una ruta especial para la atención de casos de violencia 
familiar, al amparo de la Ley N° 30364, habiéndose articulado acciones desde el ámbito 
comunal al provincial, y de esta manera identificar casos para que sean atendidos 
oportunamente y conforme a los plazos de ley, con las medidas de protección que las 
víctimas de violencia merecen. Anexo 09: Ordenanza Municipal N° 004-2016-MDCNV 
del 23 de Junio de 2016.   
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Ítem 12 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Existe una marcada diferencia de opiniones entre los encuestados, en relación a la 
sensibilización que deben adoptar las autoridades, funcionarios y operadores de justicia, 
frente a la problemática de la violencia familiar, dado que el 50% de los actores locales 
advierten que si están sensibilizados y otro 50% que no lo están plenamente. 
 
El grupo humano que forma parte de nuestro estudio, está conformado por autoridades 
locales, funcionarios y operadores de justicia de las diferentes instituciones locales, sin 
embargo con este resultado parcial., se evidencia que la sensibilización es muy 
importante y requiere de actividades conjuntas para elevar este nivel alcanzado., 
teniendo en consideración la sostenibilidad que debe tener en el tiempo la articulación 
institucional, la reducción de casos y la prestación de servicios de justicia para garantizar 
la tutela de derechos fundamentales de la población en zonas rurales.  
 
Los encuestados reiteran que las dos últimas gestiones municipales han sido los 
principales artífices, para implementar acciones orientadas a prevenir y enfrentar los 
casos de violencia; y eso se advierte en la voluntad política de querer seguir trabajando 
de forma articulada con las entidades locales y el ente rector (MIMP). Anexo 08: 
Acuerdo de Concejo N° 006-2016-MDCNV. 
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Ítem 13 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Los servicios públicos que brinda el estado en términos generales, en las últimas 
décadas han desmerecido su labor y al tratarse de servicios de justicia, la población en 
general siente un alto nivel de desconfianza respecto a la calidad y efectividad de los 
mismos, dado ese contexto la articulación institucional es necesaria y al momento de 
realizar el estudio los encuestados califican negativamente con un 55.56% la efectividad 
del trabajo que realizan las instituciones locales en materia de violencia familiar, en 
contraposición al 44.44% que si lo califica como efectivo. 
 
El resultado obtenido en el presente ítem, refleja ese grado de desconfianza que existe 
en términos generales por parte del ciudadano, frente al trabajo que realizan las 
diferentes instituciones de su localidad y en especial las que pertenecen al estado. Este 
es un aspecto muy importante para afianzar en toda acción que se pretenda iniciar o 
continuar cuando se requiere de las entidades públicas para articular acciones con un fin 
público.   
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Ítem 14 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Al año 2016, momento en el cual se realiza el presente estudio de investigación; la 
articulación institucional formalmente materializada, se advierte la constitución de la mesa 
distrital de concertación de prevención, atención y protección a los afectados por 
violencia familiar y sexual, conforme a la Resolución de Alcaldía N°126-2014-A/MDCNV 
de fecha 31 de octubre de 2014, siendo así este espacio quien reúne a los actores 
locales para la implementación de acciones destinadas a la ejecución de una política 
pública en la materia, liderada por el gobierno local (alcalde). En razón de ello, resulta 
que el 100% de los encuestados, no sólo conoce la existencia del espacio de 
concertación, sino que además se reconoce como parte de este proceso del cual 
participa. Anexo 07: Resolución de Alcaldía N°126-2014-A/MDCNV.   
 
El MIMP, considera a los espacios de concertación de vital importancia, para dar 
sostenibilidad a las intervenciones en violencia, para afrontar el tema e inclusive para  
disminuir la problemática en las zonas de intervención., ejerciendo una adecuada 
vigilancia de los servicios de justicia; así como para una eficaz articulación institucional 
orientada a garantizar la tutela de derechos fundamentales.   
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Ítem 15 

 
 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
El abordaje de la violencia familiar, requiere necesariamente de respuestas 
multisectoriales, interdisciplinarias e integrales; en todo el aparato público, sea a nivel 
intersectorial o intergubernamental. Por eso es necesario crear y darle sostenibilidad a un 
mecanismo de coordinación institucional (participativo), como lo es la Mesa de 
Concertación, creada en el ámbito del distrito de Cristo Nos Valga. Anexo 07: 
Resolución de Alcaldía N° 126-2014-A/MDCNV. 
 
El nivel de participación e involucramiento institucional, resulta importante para cada uno 
de los encuestados, toda vez que a pesar de ello en algún caso no participa de forma 
activa y permanente, lo cual se refleja en un 88.89% de participación en el espacio de 
concertación, frente a un 11.11% que no lo hace en la forma esperada.  
 
La estrategia rural del MIMP, apunta a reducir los índices de violencia familiar y sexual en 
la comunidad, para lo cual resulta de vital importancia la creación y/o fortalecimiento de 
alianzas estratégicas con los actores sociales involucrados, a fin de implementar de 
manera concertada, un trabajo preventivo y participativo que impulse nuevos estilos de 
convivencia social, para que el circuito de atención de los servicios de justicia sea rápido 
y eficaz, procurando que la parte agraviada, pueda ejercer sus derechos plenamente. 
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Ítem 16 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La planificación es una herramienta estratégica, que nos permite organizar nuestras 
acciones y lograr objetivos., en ese sentido los entrevistados que al mismo tiempo forman 
parte del espacio de concertación local, expresan que si tienen actividades debidamente 
planificadas y que se traducen en un plan anual. En el presente ítem, los encuestados 
afirman al 100% que su labor al interior del espacio de concertación es planificada, 
siendo un aspecto muy importante, para coordinar y programara acciones conjuntas. De 
ello se desprende que, la articulación institucional a nivel distrital es favorable y como 
hemos precisado en algún momento, ha sido gradual y significativa en cuanto a sus 
avances y logros a corto plazo.   
 
La articulación institucional es muy importante, pero además como colectivo de actores, 
reconocen que es necesario tener en cuenta la planificación de actividades y mantener 
una organización solida, y en ese sentido; según la encuesta y la información documental 
obtenida, el espacio de concertación no sólo se ha constituido de manera formal con un 
reconocimiento municipal, sino que además cuenta con un reglamento que establece su 
accionar y la forma como deben planificar de forma anual. Anexo 10: Resolución de 
Alcaldía N° 061-2015-A/MDCNV (06 de Mayo 2015)   
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Ítem 17 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

ANÁLISIS: 

Entre los años 2014 y 2015, se han impulsado acciones orientadas a promover y 
fortalecer la articulación institucional para abordar la problemática de la violencia familiar, 
siendo así que al año 2016, los encuestados reconocen favorablemente dicho aspecto, 
por la gradualidad con la que ha ido mejorando, en relación al estado inicial, anterior a la 
aplicación de la ordenanza municipal 012-2014; siendo así que el 44.44% considera que 
dicho nivel es regular, el 33.33% lo considera bueno y el 22.22% lo asume como muy 
bueno.  

En consecuencia, podemos demostrar que el proceso de implementación de la política 
pública local en materia de violencia familiar, dirigido a población vulnerable en zonas 
rurales, ha ido progresivamente en crecimiento y al año 2016 adquiere un nivel de 
calificación, por encima de lo regular.     
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Ítem 18 

 
 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La existencia de documentos de gestión y/o planificación en el ámbito local, en materia 
de violencia familiar, como son planes anuales de trabajo del espacio de concertación, 
planes de incidencia política, plan de desarrollo concertado con un enfoque transversal 
de género y derechos son los existentes, y ante la pregunta los encuestados refieren en 
un 66.67% conocer la existencia de los antes citados.  
 
Aquí vale destacar las acciones de incidencia política, por parte de los actores locales 
que integran la Mesa Distrital de Concertación Frente a la Violencia Familiar; y la forma 
como se ha ido integrando la materia en los diversos documentos de gestión y 
planificación del ámbito distrital., habiéndose aprobado el 23 de Junio de 2016 el Plan de 
Incidencia Local, mediante acto resolutivo y además de evidenciar la existencia y 
reconocimiento del Plan de Sensibilización Distrital y el Plan Operativo Anual 2016 de la 
Mesa de Concertación Local. Anexo 11: Resolución de Alcaldía N° 093-2016-
A/MDCNV  
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Ítem 19    

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
El porcentaje equivalente al 94.44% conforme al estudio realizado, concluye que si 
conoce la existencia del diagnóstico situacional de la violencia familiar en el distrito de 
Cristo Nos Valga. Considerando que dicho documento elaborado por los especialistas de 
la Estrategia Rural (MIMP) en el mes de junio del año 2014, conjuntamente con la 
participación de os actores locales (entrevistados), contiene información básica del 
distrito y se constituye en una línea de base para el proceso de implementación de dicha 
política pública en zonas rurales a partir de esa fecha.  
 
En la citada línea de base, se identifican tanto las desigualdades económicas y la 
discriminación que existe en contra de la mujer, en los diferentes ámbitos como son de 
empleo, participación ciudadana, obtención de ingresos, el acceso a servicios públicos y 
la dependencia económica del varón muchas veces; limitando su capacidad y habilidades 
al momento de tomar decisiones y en consecuencia afecta la forma de cómo reaccionar 
ante una situación violencia, en donde debe hacer prevalecer sus derechos y defender su 
dignidad como persona. 
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Ítem 20 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La ONU ha reconocido que la violencia contra las mujeres o de género es un problema 
de salud pública que produce daños físicos, psicológicos y emocionales, que afectan la 
calidad de vida y derechos fundamentales de las personas, las familias y de la sociedad. 
 
La protección de los derechos humanos, es un asunto primordial para todas las naciones; 
y por consiguiente en nuestra investigación se ha considerado la gran importancia que 
tiene su protección y defensa en las zonas rurales., ante la problemática social de la 
violencia familiar. Analizando los datos recabados en el presente ítem, podemos 
determinar que el 100% de los encuestados, reconoce la afectación a los derechos 
humanos, cuando se es víctima de violencia en el ámbito familiar.      
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Ítem 21 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
De los encuestados el 100%, está de acuerdo y afirma que la dignidad de la persona se 
ve afectada por la incidencia de casos por violencia familiar. Considérese que, es un rol 
importante del estado y la sociedad civil, garantizar la defensa y protección de la persona 
y su dignidad, conforme lo establece nuestra constitución política. La violencia familiar sin 
duda alguna produce graves daños en la integridad de la persona., sea por 
discriminación, abandono y maltrato en cualquiera de sus formas., pero conforme a 
nuestra esencia, esto se proyecta más allá y alcanza a la dignidad humana y por ende 
merece ser protegida desde toda perspectiva.  
 
En este sentido para Isabel Turégano, existe una teoría respecto a la afectación de la 
dignidad humana, cuando se producen hechos de violencia, donde se requiere de 
medidas sociales, educativas y culturales., que garanticen la tutela de los derechos 
fundamentales, especialmente en las zonas rurales y de menos acceso a los servicios de 
justicia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



35 

 

Ítem 22 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
En el presente ítem se observa que al 100% los encuestados consideran que la violencia 
familiar produce un daño irreparable en la integridad de la persona afectada, entiéndase 
en todo el sentido de daño., a lo físico y emocional. 
 
La problemática de la violencia familiar, como hemos reiterado se ha convertido en un 
delicado asunto de salud pública; y amerita por parte del estado y la sociedad civil 
garantizar la protección de los derechos de los más vulnerables., y es la integridad de la 
persona, un derecho que posee suma importancia, por ser vital para el ejercicio del 
derecho a la vida. Por consiguiente, ningún acto que deteriore la integridad de la persona, 
resulta aceptable, dado que nadie puede ser sujeto de violencia moral, síquica o física., ni 
sometido a tortura, humillación o trato denigrante; siendo responsabilidad del estado y la 
sociedad civil protegerla y defenderla como derecho fundamental.  
 
En ese mismo razonamiento, coincidimos con Arena (2016), quien manifiesta que el fin 
perseguido por el legislador, es la protección de la integridad física y psíquica, así como 
la indemnidad sexual, con el objeto de impedir daños o perjuicios que resulten 
irreparables al desarrollo psicosocial de quien los padece, y por esencia de su estudio, 
mas aun en los menores de edad, por su limitada madurez física y emocional. Por tal 
motivo coincidimos, que todo acto de violencia repercute en el ejercicio de los derechos 
fundamentales y dañosos a la integridad de la persona.  
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Ítem 23 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Los actores locales encuestados, en un porcentaje del 61.11% conocen leyes y/o 
procedimientos que se siguen para la atención de casos en materia de violencia familiar, 
en contraste al 38.89% de entrevistados que aún manifiestan no conocer plenamente., 
razón por la cual resulta importante que el ente rector fortalezca el conocimiento de esa 
ruta de atención de casos y de esta manera le de mayor fluidez a las denuncias cuando 
son presentadas por la parte agraviada.  
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Ítem 24 

Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

ANÁLISIS: 

Entre los años 2014 y 2015, la presencia institucional del MIMP a través de la Estrategia 
Rural, permitió la identificación de necesidades locales en relación a la atención de casos 
elaborando un diagnóstico previo, de lo cual se rescató la importancia de contar con un 
puesto policial, siendo que a partir del año 2015 existe un operador de justicia, que 
permita la recepción y trámite de denuncias por violencia familiar, reduciendo así las 
brechas que limitaban el acceso oportuno a los servicios de justicia., conforme a la norma 
de la materia aplicable – Ley N° 30364; asimismo complementado con la ruta especial de 
atención de casos y protocolo implementado en el distrito de Cristo Nos Valga desde el 
año 2016, mediante la implementación y vigencia de la Ordenanza Municipal N° 004-
2016/MDCNV.  
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Ítem 25 

 
 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
Al momento de implementar acciones (año 2014), relacionadas con la tutela de derechos 
fundamentales frente a la violencia familiar, se pone en marcha una nueva propuesta de 
atención de casos, que sea eficaz para las zonas rurales., en ese sentido los 
encuestados responden frente a dos escenarios marcadamente diferenciados (antes y 
después), desde la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 012-2014-MDCNV.  
 
Existe un 5.55% que considera el procedimiento de una denuncia como eficaz, por otra 
parte también existe un 16.67% que da mayor importancia al cumplimiento de plazos y 
con la aplicación de la Ley N° 30364, existe un 38.89% que considera dentro de ese 
procedimiento la oportuna prestación de garantías a la parte agraviada. Atendiendo al 
procedimiento empleado en la tramitación de una denuncia, tenemos finalmente un 
38.89% que manifiesta lo engorroso que resulta este tipo de denuncias., pero al año 2016 
con la implementación de la ruta especial de atención de casos, se espera mejorar las 
condiciones al momento de recurrir a interponer una denuncia., aplicando el protocolo 
correspondiente. Anexo 09: Ordenanza Municipal N° 004-2016-MDCNV.      
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Ítem 26 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
La construcción de una base legal en el ámbito local relacionado con la materia, y 
debidamente adecuada a las normas nacionales especialmente con la Ley N° 30364 y su 
reglamento, advierte un cambio en el modo de ver esa nueva realidad, orientada a la 
tutela de derechos y eficacia de los servicios de justicia. En ese sentido, los encuestados 
expresan en un 66.67% que si existen cambios en la realidad local., aunque también 
existe un 33.33% que no lo advierte.   

 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



40 

 

Ítem 27 

 
Fuente: Encuesta, elaboración propia (2016) 

 
ANÁLISIS: 
 
El estudio realizado, nos permite conocer que los encuestados consideran en un 66.67% 
que las relaciones institucionales con los operadores de justicia son favorables, y con ello 
podemos determinar que la articulación institucional en el ámbito local se ve gratamente 
favorecida, más aun si resulta importante dicha articulación, para efectos de reducir el 
índice de casos existentes por violencia familiar y garantizar la tutela efectiva de los 
derechos fundamentales, que finalmente se materializa en una eficacia de los servicios 
de justicia.      
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V. DISCUSIÓN 

 

La problemática de la violencia en la familia peruana, es un problema social 

institucional preocupante, más aun, por lo paradójico que es el que se presente, 

en el espacio donde se supone que sus integrantes deberían estar más 

protegidos, continua siendo un lugar peligroso, en sus diversos sectores sociales 

y solo es el reflejo de la desorganización social producida por un conjunto de 

elementos históricos, económicos, políticos, sociales, culturales, de desinterés y 

de desconocimiento de derechos; la cual, no siempre es percibida por parte de 

sus integrantes. 

 

Es importante considerar que, el grupo familiar desencadena un sinfín de 

relaciones interpersonales, sean estas por afinidad o parentesco directo; y de ello 

quizá lo complicado para el Estado el poder encontrar una solución definitiva al 

problema de la violencia., Ariza (2016) en las relaciones familiares, por ejemplo 

considera que existen tres dimensiones: convivencia, afectividad y conflictividad; 

lo cual deja entrever que no es un asunto netamente jurídico como algunos 

autores plantean, sino que además exige enfocarse al mismo tiempo a lo social, 

político y económico; diseñando políticas públicas que resulten eficaces y aborden 

todas las dimensiones de la problemática a resolver, donde los ciudadanos 

adviertan resultados concretos y no solo sientan la presencia del Estado, sino que 

además sientan seguridad y protección respecto a sus derechos, gozando de una 

vida digna sin violencia, que no se ajuste exclusivamente al espíritu de la ley, sino 

que vaya más allá, a la esencia de la persona, conforme a lo que plantea Salazar 

(2013), vinculando su análisis con la eticidad de la norma.       

 

Cuando manifestamos la necesidad de fortalecer la articulación institucional, nos 

referimos a la débil gestión de políticas públicas que se percibe desde el nivel 

macro (nacional), coincidiendo con la postura de análisis y crítica que formula  

Salazar (2013), donde aquellas entidades públicas responsables de atender ésta 

problemática (sectores de gobierno; p.ej: salud, educación, justicia, etc), aún no 

comprenden la necesidad de articular acciones y recursos, de manera 

“responsable” y así poder alcanzar una solución eficaz al problema público de la 
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violencia, que cada día se vuelve más incontrolable. Por otra parte, el Estado aún 

no encuentra un mecanismo o los instrumentos idóneos, que permitan reducir los 

índices de violencia familiar y al mismo tiempo se garantice el pleno ejercicio de 

los derechos fundamentales de las personas, en especial de los (as) afectados 

(as) por cualquier manifestación de violencia; con ello entiéndase que es 

necesario diseñar, implementar y evaluar políticas públicas que respondan al 

interés público. El compromiso de las autoridades y funcionarios públicos, con 

poder de decisión ante la problemática de la violencia; es de un alto nivel de 

responsabilidad y servicio, y para ello, necesitamos mayor sensibilidad social; es 

decir tomar conciencia del daño que no solo se le causa al grupo familiar y 

entender que no es un problema de algunos pocos, sino que es un problema que 

nos atañe a todos., indistintamente del estrato, del cargo público, de la afinidad 

política / partidaria o cualquier otra diferencia de las ya existentes en nuestra 

sociedad.    

Esta problemática se agudiza progresivamente año tras año, al igual que otros 

problemas sociales; en tanto, nosotros mismos somos quienes protagonizamos 

actos de violencia, a cada momento, ya sea como agresores o agredidos, y lo 

más lamentable es que la violencia ha sido legitimada desde las mismas 

instituciones, cuyo rol es el de prevenirla; y con ello no nos estamos refiriendo 

sólo a lo político o a lo social, sino que debemos referirnos y extendernos a los 

medios de comunicación, a las instituciones educativas, a los establecimientos de 

salud, a las empresas, etc.; además, que no debemos negar nuestra buena cuota 

de responsabilidad. 

En el objetivo general que planteábamos en nuestra investigación, incluimos el 

análisis de cómo y en qué medida la política pública local frente a la violencia 

familiar determinó la eficacia de la tutela de derechos fundamentales, donde la 

población vulnerable es más afectada por la baja calidad e ineficacia en el acceso 

a los servicios de justicia., a través de las variables analizadas. 

Vamos a centrar nuestra discusión en aquellos aspectos más relevantes que se 

han extraído de los resultados obtenidos, dado que disponemos de elementos 
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específicos limitados, para contrastar nuestros resultados y nuestras 

aportaciones., teniendo en cuenta que nuestra investigación está sujeta a un 

análisis situacional de un distrito rural de la región Piura., donde el machismo es 

aún, una idiosincrasia bastante arraigada, en pleno siglo XXI.  

 

El resultado de nuestra investigación, coincide y se acerca a los planteamientos 

de Guzman (2012) y Añón (2016), para quienes es fundamental el acercamiento 

eficaz entre el Estado y la Sociedad Civil, priorizando la articulación institucional y 

así poder trabajar en conjunto para cerrar las brechas de género; con el propósito 

de prevenir y combatir la violencia familiar, ya que., solamente una integral y 

adecuada articulación teórica, metodológica y técnica; permitirá posibilidades 

reales de transformación social, que se proyecte a lo además a lo económico y lo 

político; ya que en la medida que la detección de los casos continúe siendo 

limitada o no exista una eficaz articulación institucional y no asumamos el 

compromiso, para ser parte de la solución, frente a esta problemática, las víctimas 

de la violencia familiar, en especial de las zonas rurales, continuarán 

desprotegidas.  

 

En consecuencia, si reconocemos que existe un alto nivel de inseguridad en las 

calles, también es preciso reconocer que hay inseguridad y temor dentro de los 

hogares peruanos. Necesitamos, entonces, al más alto nivel equipos de 

profesionales en los diferentes sectores y gobiernos tanto regionales como 

locales, que no sólo se preocupen por este tema, sino, que realmente prevengan, 

protejan, rehabiliten y adopten políticas y medidas públicas decididas y acertadas. 

Sin perder de vista, como premisa, que una familia con problemas de violencia 

familiar, engendra individuos con conductas desviadas, entre ellas: la 

drogadicción, el alcoholismo, el pandillaje, la delincuencia juvenil, la prostitución, 

etc.; que le hace mucho daño, no sólo a los integrantes de la familia que la sufre, 

sino también, a la sociedad en su conjunto. 

 

Por tanto, es importante tener en cuenta que para articular acciones en el ámbito 

público y consensuar criterios al momento de diseñar y ejecutar políticas públicas, 

no siempre es necesario estar de acuerdo o coincidir en todos los aspectos, es en 
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la diferencia que se madura y se logran establecer nuevos criterios para enfrentar 

una nueva realidad. Así, nosotros, no sólo somos parte del problema, sino 

también, somos parte de la solución. 

 

Quizá otro punto más importante en este trabajo académico, es que todo lo 

referido anteriormente o todas las investigaciones y foros que se hicieren para dar 

alternativas de solución a la problemática de la violencia y la forma cómo 

abordarla desde el espacio público, no servirían de nada, si es que no lo ponemos 

en práctica, al menos individualmente o como grupo familiar. En consecuencia, no 

debemos fomentar, ni permitir que la violencia se convierta en un integrante más 

de nuestras familias y perturbe el desarrollo sostenible de una sociedad peruana 

moderna. 

 

El abordaje del reto de la violencia familiar, requiere necesariamente de 

respuestas multisectoriales, interdisciplinarias e integrales; en todo el aparato 

público, sea a nivel intersectorial o intergubernamental. Para materializarlas, se 

hace necesario crear un mecanismo de coordinación; que para nuestra 

investigación se vincula a un espacio multisectorial, fundamentado en una 

normativa formal y explícita, y que organice la participación de los distintos entes 

intervinientes., por ejemplo una mesa de concertación distrital, que convoque su 

participación, en la materia. 

 

Para ello es necesario concertar las acciones de forma responsable con los 

diferentes organismos involucrados en la temática, integrando sus acciones a fin 

de crear efectivamente una política de Estado, frente al problema, que se busca 

solucionar. En esta alianza, dependiendo el ámbito, deben participar el Poder 

Ejecutivo, municipalidades, Gobiernos Regionales y los sectores de educación, 

salud y otras políticas sociales, incluidas las de la mujer y poblaciones 

vulnerables, el Congreso, el Poder Judicial y otros operadores de justicia, los 

albergues públicos y privados y las organizaciones no gubernamentales, 

especialmente de mujeres. 
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Para que la fundamentación de carácter normativo funcione eficazmente, debe 

estar expresada en un instrumento de política concertado y negociado 

estratégicamente entre todos los actores responsables. Ese instrumento puede 

partir de un decreto supremo, resolución ministerial u ordenanza (municipal o 

regional, según sea el caso), que pueda estar expresado en términos más 

operacionales como un plan estratégico de erradicación de la violencia contra la 

mujer, o en un plan específico de gran alcance, tal como un plan de igualdad de 

género u oportunidades, dentro de cuyos contenidos se inserte, según el alcance 

del instrumento, la lucha contra la violencia familiar como un lineamiento u 

objetivo estratégico. 

 

Es imprescindible como sucede en todo asunto de carácter público, que el 

gobierno central asigne los recursos financieros necesarios, para enfrentar la 

violencia familiar y que se ejecuten como corresponde los presupuestos 

aprobados. La inversión pública para la prevención, protección y atención, de la 

violencia contra la mujer cumple varias funciones sociales: 

 

 Contribuye a reducir las brechas en la calidad de vida entre hombres y 

mujeres. La violencia basada en género es un factor de riesgo de muerte y 

mala salud en las personas. 

 

 Favorece el desarrollo de modelos de intervención asegurando las 

necesidades de los distintos grupos de mujeres según edad, lugar de 

residencia, nivel socioeconómico, etnia y otras categorías. 

 
 Permite extender la cobertura de la atención, crear servicios adaptados a 

las necesidades de las víctimas, debiendo de considerarse de manera 

especial las zonas rurales, sancionar a los agresores y prevenir hechos de 

violencia en el futuro y en las futuras generaciones siempre que sea 

proporcional a la magnitud del problema. 

 
 Promueve un mejor uso de los recursos en áreas tales como salud, 

educación, vivienda, seguridad ciudadana y otras. Asimismo, puede servir 
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de canal para reasignar recursos hacia áreas centrales para lograr 

relaciones más igualitarias entre hombres y mujeres. 

En nuestro estudio intentamos conocer y analizar la nueva perspectiva de los 

actores locales e involucrados en el espacio de concertación local, así como los 

cambios ocurridos, a partir de la implementación de una innovadora política 

pública local desde el año 2014, con el acompañamiento de la estrategia rural del 

ente rector (MIMP), considerando las diversas acciones de incidencia política y 

articulación institucional en el ámbito local, asimismo si existen condiciones 

favorables para mejorar las relaciones internas en las familias de la zona de 

intervención, con una vida libre de violencia y pleno respeto a sus derechos, con 

el apoyo de especialistas, el compromiso de funcionarios públicos y la voluntad 

política de las autoridades.  

Finalmente esperamos que nuestro aporte académico en materia de prevención, 

protección y atención frente a la violencia familiar, contribuya en profundizar el 

integral bienestar de las personas, en el intento de atenuar el problema social que 

ha ocupado nuestro estudio de investigación y nos permita mejorar las 

deficiencias que se han ido manifestando en el desarrollo del mismo; que al 

mismo tiempo influya en las decisiones políticas, institucionales y presupuestales 

de los diversos sectores y niveles de gobierno. 
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VI. CONCLUSIONES. 

 

Primero:  El Estado, es el principal agente responsable de prestar atención a la 

problemática que nos afecta desde hace varias décadas; a través del 

diseño, implementación y evaluación de políticas públicas, y conforme 

a la investigación ha quedado demostrado que existe variada 

representatividad institucional en el distrito, reconociendo el liderazgo 

del gobierno local con un 72.22% de los encuestados, entre otros 

actores que forman parte del sistema de administración de justicia, 

evidenciando al mismo tiempo que están formalmente articulados a un 

espacio de concertación local, que planifica diversas estrategias, con 

un nivel aceptable de eficacia. 

 

Segundo: La grave afectación a los derechos fundamentales, repercute en el 

desarrollo de todo grupo humano, por tal motivo; la eficacia de las 

políticas públicas se evidencia, en una respuesta acertada frente a la 

problemática de la violencia y la accesibilidad oportuna a los servicios 

de justicia, a pesar que la percepción de los encuestados al 88.89% 

evidencia un alto índice de casos, se cuenta con mecanismos e 

instrumentos adecuados al contexto, habiéndose iniciado un proceso 

favorable en la mejora de los servicios de justicia; quedando pendiente 

recuperar la confianza de la ciudadanía frente al 44.44% de percepción 

respecto a la eficacia de los servicios públicos.  

 
Tercero: Se requiere de condiciones básicas para el desarrollo de políticas 

públicas orientadas a enfrentar la violencia familiar; como son la 

articulación interinstitucional, los presupuestos públicos acordes a las 

necesidades de la población y la implementación de un sistema local 

de atención para los casos de violencia familiar que se presenten en 

zonas rurales., avalado por el ente rector y el espacio temático de 

concertación local, siendo así que el contexto se ha visto mejorado en 

un 66.67% según la percepción de los encuestados  
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VII. RECOMENDACIONES 

 

Primero: Afianzar las alianzas estratégicas al interior del espacio de concertación 

local con la finalidad de hacer más eficaz la prestación de los servicios 

de justicia en el distrito de Cristo Nos Valga, incidiendo en labores de 

sensibilización de los actores locales y la población en general, crear un 

marco normativo local (ordenanzas municipales, acuerdos de concejo, 

resoluciones de alcaldía, reglamentos, protocolos de atención u otros) 

debidamente articulado a las normas vigentes en la materia, que 

permitan al mismo tiempo fortalecer la ruta de atención de casos, para 

población vulnerable desde las zonas rurales y así reducir 

progresivamente los índices de violencia familiar, con una atención 

profesional especializada y multidisciplinaria. 

 

Segundo: El gobierno local debe asegurar la sostenibilidad del espacio de 

concertación, bajo su liderazgo con el acompañamiento del ente rector 

(MIMP), y de esta manera se gestionen eficazmente los servicios 

públicos destinados a la solución de dicha problemática, mejorando 

paralelamente la transparencia de la función pública y el acceso 

oportuno a los servicios de justicia.  

 

Tercero: Considerando que la violencia familiar constituye un preocupante 

problema de salud pública a nivel mundial; y que esencialmente afecta al 

ejercicio pleno de los derechos fundamentales, se recomienda al espacio 

de concertación garantizar la eficacia de las políticas públicas, mediante 

la articulación institucional, especialmente en las zonas rurales, donde 

acceder a los servicios de justicia es mucho más complicado., siendo 

también necesario afianzar sus procedimientos al sistema ordinario de 

justicia y así darle sostenibilidad a la ruta de atención de casos, que se 

ha implementado desde el año 2016.       
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ANEXO 04 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 

Políticas públicas contra la violencia familiar y tutela de los derechos fundamentales en Cristo Nos Valga – Piura, 2014 – 2015 

Objeto 

de 

estudio 

Problemas de 

investigación 
Objetivos de investigación Hipótesis Variables Indicadores Método 

Grupo 

familiar 

Problema general Objetivo general Hipótesis general 

Eficacia de 

Políticas públicas 

contra la 

violencia 

familiar  

Articulación 

institucional 

Para llevar a cabo 

la investigación se 

hizo uso del 

método estadístico 

que consiste en la 

recopilación de los 

datos, la 

organización de los 

datos, la 

presentación de los 

datos y la 

descripción de los 

datos. 

¿Han sido eficaces las 

Políticas públicas contra la 

violencia familiar para la 

tutela de los derechos 

fundamentales en Cristo Nos 

Valga - Piura 2014–2015? 

Determinar si las Políticas 

públicas contra la violencia 

familiar han sido eficaces 

para la tutela de los derechos 

fundamentales en Cristo Nos 

Valga - Piura 2014–2015. 

Las Políticas públicas 

contra la violencia familiar 

han sido eficaces para la 

tutela de los derechos 

fundamentales en Cristo 

Nos Valga - Piura 2014–

2015. 
Prestación de 

servicios de 

justicia en 

violencia familiar 

Problemas específicos Objetivos específicos Hipótesis específicas 

1. ¿Ha sido eficaz la

articulación institucional

para la tutela de los derechos

fundamentales en Cristo Nos

Valga - Piura 2014–2015?

1. Fortalecer las relaciones

institucionales para mejorar

la prestación de servicios de

justicia en Cristo Nos Valga

- Piura 2014–2015

1. Las políticas públicas

contra la violencia familiar

determinaron el factor

institucional de articulación

en la tutela de los derechos

fundamentales en Cristo

Nos Valga, 2014-2015

Tutela de 

derechos 

fundamentales 

Protección de 

derechos 

fundamentales 
2. ¿Ha sido eficaz la

atención de casos por

violencia familiar para la

tutela de los derechos

fundamentales en Cristo Nos

Valga - Piura 2014–2015?

2. Garantizar la eficacia en la

atención de casos por

violencia familiar para la

tutela de los derechos

fundamentales en Cristo Nos

Valga - Piura 2014 - 2015

2. Las políticas públicas

contra la violencia familiar

determinaron el factor

social y jurídico de atención

de casos, en la tutela de los

derechos fundamentales en

Cristo Nos Valga, 2014-

2015
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ANEXO 05: INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 
ESCUELA DE POSTGRADO 

TÍTULO : “Políticas públicas contra la violencia familiar y tutela de los 
derechos fundamentales en Cristo Nos Valga – Piura, 2014 – 2015” 

AUTOR     : Luis Gerardo Ruiz Chiroque. 

PLAN DE ENCUESTAS 

MISIÓN: 

Realizar encuestas para conocer el nivel de eficacia de la política pública 
local, frente a la violencia familiar y la tutela de los derechos fundamentales 
en el distrito Cristo Nos Valga - Piura., teniendo como referencia las 
acciones ejecutadas en la materia, entre los años 2014 – 2015. 

ANÁLISIS SITUACIONAL: 

Desde el año 2012., se aprueba por el ente rector (MIMP), la creación de la 
Estrategia de prevención, protección y atención frente a la Violencia 
Familiar y Sexual en zonas rurales (Estrategia Rural), mediante Resolución 
Ministerial N° 273-2012-MIMP.  

Este novedoso modelo de intervención estatal de la Estrategia Rural, como 
política pública en algunas zonas del país, plantea la posibilidad de 
convocar la participación de diversas instituciones públicas, privadas y de 
la cooperación internacional, toda vez que la forma de operar y la gestión 
del desarrollo, supone la construcción del conocimiento que va en 
diferentes dimensiones del trabajo.  

Cabe señalar que la Estrategia Rural, diseñada e implementada desde el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), plantea una 
intervención integral y articulada interinstitucionalmente con todos los 
actores locales presentes en la zona focalizada de trabajo.  

Sin embargo al año 2016 se implementa sólo en 19 distritos del país y 
entre ellos., en el distrito de Cristo Nos Valga – Piura., ámbito de 
intervención donde se establece, al igual que en los demás distritos, una 
política local en la materia, fundada en enfoques de derechos, género e 
interculturalidad, siendo liderada por el gobierno local, a través de una 
propuesta que garantice el pleno ejercicio de una tutela efectiva de 
derechos fundamentales, para la población ubicada en zonas donde el 
acceso a los servicios de justicia es bastante complicado. 
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DEFINICIÓN DE OBJETIVOS: 

 Analizar la articulación institucional, para la eficacia de la política 
pública local frente a la violencia familiar y la tutela de derechos 
fundamentales en el periodo 2014 – 2015, desde la perspectiva de 
los actores locales integrantes del espacio de concertación local. 

 

 Determinar la eficacia de la política pública implementada en materia 
de violencia familiar entre los años 2014 – 2015., y analizar como 
repercute en la tutela de derechos fundamentales, a través de las 
evidencias encontradas en el progreso y mejora de los servicios de 
administración de justicia de la localidad. 

 

DESARROLLO DE ESTRATEGIAS 

 

I. MOMENTO DE PREPARACIÓN DE LA ENCUESTA. 

 

1.1. Identificación de los encuestados: 

Autoridades, funcionarios y operadores de justicia. (Integrantes del 
espacio de concertación local) 

 

1.2. Formulación de la Ficha Técnica: 

 

UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 
ESCUELA DE POSTGRADO 

 
TÍTULO : “Políticas públicas contra la violencia familiar y tutela 
de los derechos fundamentales en Cristo Nos Valga - Piura (2014 
– 2015)” 
 
AUTOR : Luis Gerardo Ruiz Chiroque. 

 
FICHA TÉCNICA DE ENCUESTA 

 

ASPECTO DESCRIPCIÓN 

Técnica ENCUESTA. 

Temática VIOLENCIA FAMILIAR Y TUTELA DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES.  

Población AUTORIDADES, FUNCIONARIOS Y 
OPERADORES DE JUSTICIA  

Muestreo MUESTREO PROBABILÍSTICO 
ESTRATIFICADO. 

N° encuestas 01 POR CADA ENCUESTADO 
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Selección de 
individuos 

HETEROGÉNEA 

Duración 45 MINUTOS 

Lugar(es) de 
realización encuesta 

DISTRITO CRISTO NOS VALGA 
(Capital distrital y anexos) 

Fecha AGOSTO – SETIEMBRE 2016 

 

1.3. Formulación de los Cuestionarios de Encuestas: 

 
 

UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 

ESCUELA DE POSTGRADO 

PROGRAMA ACADÉMICO – GESTIÓN PÚBLICA 

 

TÍTULO  : “Políticas públicas contra la violencia familiar y tutela de los derechos fundamentales 

en Cristo Nos Valga – Piura, 2014 – 2015” 

AUTOR   : Luis Gerardo Ruiz Chiroque. 

CUESTIONARIO DE ENCUESTA Nº_________ 

Nombre de la Entidad      :_________________________________________________________ 

Lugar, fecha y dirección  :_________________________________________________________ 
 

 

INSTRUCCIONES: Lea cuidadosamente las preguntas y por favor responda en forma precisa y 

completa. Esta encuesta tiene como propósito determinar... 

 

Estimado (a) Señor (a): 

La presente encuesta está destinada a la recolección de información que será utilizada en la tesis 

titulada “Políticas públicas contra la violencia familiar y tutela de los derechos fundamentales en 

Cristo Nos Valga – Piura, 2014 – 2015”, en razón de ello solicitamos su colaboración para que la 

responda. Sus respuestas serán de gran utilidad para el desarrollo de esta investigación. 

Cumpliendo con las normas aplicadas a toda investigación, esta encuesta tiene carácter anónimo. 

 

1) ¿Qué cargo o rol desempeña Ud., en la localidad? 

_____________________________________________________________ 

a) Autoridad Local      b) Funcionario      c) Operador de Justicia. 

2) ¿A qué sector, institución pública o nivel de gobierno representa? 

_____________________________________________________________ 

3) ¿Conoce Ud., la existencia de la Ordenanza Municipal 012-2014-MDCNV? 

SI _______      NO _______ 

4) ¿Ha leído su contenido? 

SI _______      NO _______ 

5) ¿Cuál cree Ud. que es apropiada la norma para ejecutar una política pública local? 

SI _______      NO _______ 

6) ¿Sabe Ud., si se ha implementado alguna política pública local en su distrito, frente a la 
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Violencia Familiar? 

SI _______  NO _______ 

7) ¿Conoce Ud., los antecedentes del diseño e implementación de una política pública en su

localidad frente a la Violencia Familiar?

SI _______      NO _______

8) ¿Considera Ud., importante, que desde el Estado se atienda la problemática de la Violencia

Familiar?

SI _______      NO _______

9) ¿Considera Ud., que el gobierno local (Municipalidad Distrital) ejerce un liderazgo

predominante en el distrito)

SI _______      NO _______

10) Existen casos de Violencia Familiar en su localidad

SI _______      NO _______

11) Considera Ud., que los índices de Violencia Familiar son altos:

SI _______      NO _______

12) ¿Cree Ud., que las autoridades, funcionarios y operadores de justicia, están sensibilizados

para atender la problemática de la violencia familiar como se debe hacer?

SI _______      NO _______

13) ¿Calificaría Ud., como efectivo el trabajo que realizan las instituciones locales en la materia

de Violencia Familiar?

SI _______      NO _______

14) ¿Existe algún espacio de concertación local, en la materia de prevención y atención frente a la

Violencia Familiar y Sexual, en el distrito de Cristo Nos Valga – Sechura?

SI _______      NO _______

15) ¿Participa Ud., de dicho espacio de concertación local?

SI _______      NO _______

16) ¿Tienen actividades planificadas?

SI _______      NO _______

17) ¿Cómo considera Ud., el nivel de articulación institucional en el distrito de Cristo Nos Valga,

para abordar la problemática de la violencia familiar?

a) Muy Bueno b) Bueno c) Regular d) Malo e) Muy Malo

18) ¿Conoce Ud., la existencia de documentos de gestión y/o planificación a nivel local,  en

materia de Violencia Familiar y Sexual?

SI _______      NO _______

19) ¿Conoce Ud., la existencia de algún diagnóstico situacional de la Violencia Familiar en el

ámbito local?

SI _______      NO _______

20) ¿Cree Ud., que la Violencia Familiar afecta seriamente los derechos humanos?

SI _______      NO _______

21) ¿Cree Ud., que la Violencia Familiar afecta la dignidad de la persona?

SI _______      NO ______

22) ¿Considera Ud., que la Violencia Familiar, produce un daño irreparable en la integridad de la

persona afectada?
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SI _______  NO _______ 

23) ¿Conoce  Ud., las leyes y/o procedimientos a seguir para atender casos de Violencia

Familiar?

SI _______      NO _______

24) Si se presenta un caso de Violencia Familiar: ¿A dónde se recurre a denunciar en el distrito?

a) Policía Nacional.

b) Juez de Paz.

c) DEMUNA.

d) Otro.

Especifique: _____________________________________________________.

25) En el procedimiento de una denuncia: ¿Cómo considera Ud., el trámite? (Sólo una

alternativa)

a) Eficaz

b) Se cumple con los plazos establecidos

c) Se brindan garantías oportunamente

d) Es engorroso

e) Otro.

Especifique: ______________________________________________________.

26) ¿Se ha dado un cambio en la realidad local desde la implementación de la Ordenanza 012-

2014?

SI _______      NO _______

27) ¿Las relaciones institucionales con operadores de justicia son favorables?

SI _______  NO _______ 

ANEXO: (*) 

Opinión y/o recomendaciones: 

_______________________________________________________________________________

_______________________________________________________________________________

_______________________________________________________________________________

____________________________________________________________________________ . 

(*) Información que será empleada como referencia, para el análisis de las cuestiones planteadas., respecto a la 

percepción del encuestado, como actor integrante del espacio de concertación. 

II. MOMENTO PRE – MUESTREO.

2.1. Definir las variables del estudio y sus procedimientos de 
medida: 

Variable independiente 
  INDICADORES: 

+ Articulación institucional
+ Prestación de servicios de justicia en violencia familiar

Variable dependiente 
   INDICADOR: 



66 

 

   + Protección de derechos fundamentales. 
 

2.2. Definir la población objetivo del estudio y la población 
inferencial: 

Autoridades, funcionarios y operadores de justicia.  
 

2.3. Definir el marco muestral: 
        Autoridades, funcionarios y operadores de justicia. 

 
2.4. Determinar la necesidad o no de estudiar grupos especiales: 
Según la naturaleza del tema de investigación no se tendrá la 
necesidad del estudio de grupos especiales. 
 

2.5. Establecer el procedimiento de recojo de datos: 
El procedimiento de recojo de datos, se basa en obtener información 
por medio de la técnica de encuesta, con el diseño de un instrumento 
tipo cuestionario.  

         
           MÉTODO: 
           + Deductivo  
           + Estadístico  
 
           TÉCNICA DE ENCUESTA: 
           + Observación  
           + Ordenamiento y clasificación  
           + Registro manual 
           + Análisis documental 
 
           INSTRUMENTOS: 
           + Material impreso (cuestionario de encuesta) 
           + Tablillas y lápices  
           + Cámara filmadora 
           + Cámara fotográfica 
           + Grabadora de audio 
           + Libreta de Notas 

 
2.6. Decisión sobre si realizar o no muestreo 
Según la naturaleza del tema de investigación no se tendrá la 
necesidad de realizar muestreo 
 

2.7. Selección y adiestramiento de los encuestadores de campo 
Realizar la selección y adiestramiento de los encuestadores de campo 
en el mes de agosto previo a la recolección de datos 
 

2.8. Realización de la encuesta 
En la primera quincena del mes de agosto 
 

2.9. Organización de la edición y codificación de los datos 
             + Ordenamiento y clasificación 
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      + Registro manual de los diferentes instrumentos 
 

2.10. Especificación del análisis de los datos 
             + Análisis documental  

               + Tabulación de cuadros con porcentajes, respecto a la información 
recopilada.  

 
III. MOMENTO DE POST – MUESTREO. 

 
1.1. Cómo evaluar la ausencia de respuesta 
Para analizar la falta de respuesta, se ha diseñado un anexo al 
cuestionario, con el que podemos obtener información relevante del 
contexto y la percepción que tienen del mismo los encuestados y que 
puedan originar la falta de respuesta o la complemente mediante una 
opinión.  
 

1.2. Necesidad de ponderación 
No existe necesidad. 
 

1.3. Estimación de errores típicos e intervalos de confianza 
Se pueden estimar mediante procedimientos estadísticos, de ser 
necesarios 
 

2. MOMENTO DE LA EJECUCIÓN DE LA ENCUESTA. 
 

2.1. Determinación de la población y unidad muestral 
Actores locales del Distrito de Cristo Nos Valga – Piura 
 

2.2. Selección y tamaño de la muestra 
       Sera igual a la población 

 
2.3. Preparación del material para realizar la encuesta 
Se realizará según el cronograma de trabajo 
 

2.4. Organización del trabajo de campo 
Se realizará según el cronograma de trabajo, concertando y 
programando visitas a las entidades   
 

2.5. Tratamiento estadístico 
Se utilizará el método adecuado para aceptar o rechazar las hipótesis. 
 

2.6. Discusión de resultados 
Luego de la encuesta piloto se establecerá la estrategia para lograr la 
eficiencia en la recogida de datos. 
 

3. MOMENTO DEL INFORME FINAL DE LA ENCUESTA 
Organizar la información resultante de la encuesta, para preparar el 
informe final. 
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ANEXO 06 
AUTORIZACIÓN MUNICIPAL PARA INVESTIGACIÓN ACADÉMICA Y 

APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
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ANEXO 07 

ORDENANZA MUNICIPAL N° 012-2014/MDCNV 
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ANEXO 08 

RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 126-2014-A/MDCNV 
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ANEXO 08 
RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 126-2014-A/MDCNV 
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ANEXO 09 
ACUERDO DE CONCEJO N° 006-2016/MDCNV 
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ANEXO 09 
ACUERDO DE CONCEJO N° 006-2016/MDCNV 



79 

 

 
ANEXO 09 

ACUERDO DE CONCEJO N° 006-2016/MDCNV 

 
 



80 

 

 
ANEXO 10 

ORDENANZA MUNICIPAL N° 004-2016/MDCNV 
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ORDENANZA MUNICIPAL N° 004-2016/MDCNV 
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ANEXO 10 
ORDENANZA MUNICIPAL N° 004-2016/MDCNV 
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ANEXO 11 
RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 061-2015-A/MDCNV 
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ANEXO 11 
RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 061-2015-A/MDCNV 
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ANEXO 12 
RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 093-2016-A/MDCNV 
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ANEXO 12 
RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA N° 093-2016-A/MDCNV 
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ANEXO 12 
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